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l. INTRODUCCI ÓN 

Las controversias que se suscitan entre el Estado nacional y las pro­
vincias y municipios por la regulación de la infraestructura aeroportuaria, 
constituyen una derivación del siempre conflictivo tema de las potestades 
regulatorias sobre los establecimientos de utilidad nacional. 

Su vigencia y actualidad son innegables, pese a que los conflictos ju­
risdiccionale s sobre esta categoría de establecimientos comenzaron ni bien 
se conformó nuestro régimen institucional a mediados del siglo XIX. En 
efec to, poco tiempo después de su instalación, la Corte Suprema de Justicia 
de la Nación ya tuvo que emitir sus primero s pronunciamientos sobre el tema , 
los que continúan hasta nue stros día s. 

Como es sabido, en término s generales, aquéllos giran en tomo a dos 
temas principale s: el ejercicio del poder de policía y las facultade s de impo­
sición tributaria sobre dicho s lugare s y las actividades que ahí se realizan , 
que todos los niveles de gobierno reclaman para sí. Es que, aun cuando se 
deba buscar que el ejercicio de la autoridad nacional y provincial se desen­
vuelva armoniosamente, evitando interferencia s o roces susceptible s de acre­
centar los podere s del gobierno central en detrimento de las facultades pro­
vinciales y viceversa 1, tales controversias reflejan , en última instancia , la 

' CSJN, Fallos. 186: 307:360. 
* El prese nte trabaj o se prepar ó sobre la base de l informe "El Sistema Nacio nal de Aerop ue rtos 

y las facultades tributarias de los municipios", realizado como conclusión de las tareas de campo llevadas 
a cabo en e l Organi smo Regulad or del Sis tema Nacional de Aeropuerto s, en cumplimi ento de las 
ex igencias de la Carre ra de Especializac ión en Dere cho Admini strativo y Admini straci ón Públi ca, de la 
Fac ultad de Derecho de la Univers idad de Buenos Aires. 
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ten ión de fuerza s que anida en los diver sos órdenes jurídic o 
en un Estado fed eral 2. 

• que conv1ven 

El objeto del prese nte trabajo es pasar revi sta a la evo lución de la ju­
risprudencia del máximo Tribunal de la Nación sobre el conflicto que se 
plant ea en torno a dicho s establecimientos, en especial, en el ámbito aero­
portuario, entre las potes tades impo sitiva s provinciale s y muni cipales y los 
poderes que ejerc e el Estado nacional para satisfacer la utilidad nacional. 
Con ello dejamo s aclarado que no se examinará el tambi én relevante pro­
blema del poder de policía que eje rcen los distinto niveles de gobierno obre 
aquellos es tablecimi entos (v.gr., policía de seguridad , regulación sanitari a, 
de activ idades comerciales, entre otros), aunque sí señalaremos algunas cues­
tiones que, por su íntima relación con el objeto principal de es te estudio , 
resultan trasce ndent es para su mejo r comprensión. 

A tal fin , en primer término , se reco rdará el rég imen constitucional 
de distribución de competencias entre e l Estado federal, por un lado , y las 
provincia s y los municipio s, por el otro, tanto general como en materia 
impo sitiva y se pasará rev ista a la juri sprudencia de la Corte sobre este 
último tema, con indicación de las distinta s etapas por las que atravesó. 
Después nos detendremos en el concepto de tasas municipal es y en los pro­
nunciami entos más important es de aquel Tribunal y luego nos concentra­
remos en la regulación de la infrae structura aeroportuaria en general y, en 
particular, del Sistema Nacion al de .Aeropuertos, para formular conclusio­
nes sobre la pote stades muni cipale s para impon er tasas y contribucione s 
en aquel ámbito. 

ll. R ÉGIM EN GENERAL DE DISTR IBUCIÓN DE COMPETEN CIAS 

La Ley Supr ema contempla un régimen general de reparto de compe­
tencia entre los distinto s niveles de gobierno que afecta a los temas en es tu­
dio. De ahí que resulte necesar io referimos brevemente a aquél, para des­
pués concentramo en el régimen específico en materia tributaria , aclaran­
do desde ahora que ambos se complementan. 

Este des linde entre las atribuciones nacional es y provinciale s respo nde 
al principio rector que surge de los arts. 12 1 y 122 de la Co nstitución Na­
cional, en cuanto indica que la provincia s con erva n todo el poder no de-

2 BIANCHI, A lberto B.," Los establecimi entos de utilidad nacional en las prov incias y el sistema 
federal de gobierno", ED, 136-468, y Control de constitucionalidad , t. 1, 2a ed. actuali zada, reestructu­
rada y aumentada, Ábaco, Buenos Aires, 2002, ps. 127- 136. 



ROGELIO W. VINCENTI 109 

legado al Estado nacional y se dan sus propias instituciones locales, por las 
que e rigen 3. 

De tal forma que las pote tades pueden ser: 
i. No delegadas por la provincia s: art . 5°, 8° (segundo párrafo), 13, 

32, 51, 52, 54 , 62 y 75, inc. 11 ), en cuanto se refiere a la aplicación de los 
código s de fondo en el ámbito provincial, según que las personas o las co­
sas cayeren en su jurisdicción. 

ii. Concurrentes entre el Estado nacional y las provincias: arts. 4° (cuarto 
párrafo ), 75, inc . 2° y 18, y 125. 

iii. Delegada al Gobierno federal: arts. 2°, 4°, 6°, 7° (segundo párra­
fo), 13, 17 (terc er y cuatro párrafos) , 21, 23, 24, 25 (primer párrafo), 26 
(segundo párrafo), 27, 30, 44 y 45. 

iv. Prohibida al Gobierno federal: art . 12, 13, 20 (segundo párrafo), 
21 (primer párrafo) , 25, 29, 32 y 109. 

v. Prohibida a las provincia s: art s. 7°, 8°, 29, 126 y 127. 
vi. Prohibida s al Gobierno federal y a las provincias: arts. 1 O, 11 , 12, 

15, 16, 17, 18 y 33. 
vii. Implí cita del Gobi erno federal: art. 75, inc. 32. 
En lo que aquí interesa, la Constitución asigna competencias 

al Congreso federal para regular sobre los aeropuertos, ya sea de forrna di­
recta o indirecta (cfr. art. 75, incs. 1 O, 13, 16, 18, 30 y 32). 

Por su part e, los establecimiento s de utilidad nacional estaban pre­
visto en el antiguo art. 67, inc. 27) del texto constitucional de 1853/1860 
que, por razone s obvias, no incluía a los aeropuertos, aunque ello no fue 
obstáculo para que se entendiera que estaban comprendidos en esa cate­
goría . La reforma constitucional de 1949 los incluyó expresamente en el 
art. 68 , relativo a las atribucione s del Congreso 4. En 1994 , cuando se 
reformó por última vez la Ley Fundamental , si bien se modificó el texto 
del inc. 27) para aclarar las facultades que las provincias y municipios 
pued en ejercer en esos lugare s, en el nuevo art. 75, inc. 30) simplemente 

3 Los actuales arts. 12 1 y 122 co inc iden, en su tex to, con los arts . 104 y 105 de la Constitución 
de 1853/1860. Sobre la evo lución de la j urisprudencia americana re fe rida a es ta cláusula -de cuya 
Constitución fue adoptad a por nuestros constitu yentes y de nues tra pro pia Co rte Suprema de Justicia 
de la Nación, véase BI ANCHJ , Alberto B ., "Los es tablec imientos .. . ", cit. , en espec ial , ps. 468-471 . 

4 El art . 68, inc . 26, establ ecía co mo atribu ción del Congreso: "Ejercer una legislació n exclus iva 
sobre todo e l territorio de la Capital de la Nación y en los demás lugares adquirid os por co mpra o ce­
sión, en cualquiera de las provincias, para establece r fortalezas arsenales, aerúdnnnos, almace nes u otros 
estab lec imientos de servicios públi cos o de utilid ad nac iona l" (é nfas is ag regado) . Co mo se sa be, el 
Gob ie rno provisiona l de Jacto que asumió e l poder en 1955 declar ó vigente la Co nstituc ión Nacional 
sancionada en 1853 con las reformas de 1860, 1866 y 1898, co n exclusión expresa de las de 1949 (art . 
1° de la procla ma del 27 de abril de 1956) (ADLA-XVI -A- 1 ). 
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se hace mención a la legislación necesaria para el cumplimiento de los fines 
específicos de los establecimientos de utilidad nacional en el territorio de 
la República. 

lll. DISTRIBUCIÓN DE CO MPETENCIAS IMPO SITIVAS 

La Constitución Nacional contiene importantes previsiones en esta 
materia, algunas ya estaban en el texto originario de 1853/1860 mientras que 

" otras se incorporaron o modificaron con la reforma de 1994. Estas pueden 
clasificarse en normas tributarias de contenido explícito y de contenido 
implícito 5. 

l. Normas tributarias de contenido explícito 

En esta categoría se encuentran las disposiciones de los arts. 4°, 75, incs. 
1°, 2° y 30, que se correlacionan, por un lado, con la forma de gobierno 
representativa, republicana y federal adoptada por la Constitución (art. 1 °) 
y, por el otro , con las pote stades que las provincia s se reservaron y no de­
legaron en el Gobierno federal (art. 121 ). 

El primero de los artículos citados dispone que los gastos de la Nación 
se cubrirán con los fondos del Tesoro nacional, que se conforrna, entre otros 
recursos, con u ... las den1ás contribuc iones que equitativa y propor cional­

m,ente a la población imponga el Congreso General ... ". 

Por su parte, el art. 75 atribuye al Congreso la facultad de legislar en 
materia aduanera, establecer los derecho s de importación y exportación, que 
junto a las a valuaciones sobre los que recaigan , deben ser uniformes en toda 
la Nación (inc. 1 °), al tiempo que lo autoriza a imponer: (i) contribuciones 
indirectas como facultad concurrente con las provincias y (ii) directa s por 

. 

tiempo determinado , proporcionalmente iguales en todo el territorio nacio-
nal, siempre que la defen sa, seguridad común y bienestar general del Esta­
do lo exijan. Todas estas contribuciones excepto las que tengan asigna­
ción específica son coparticipables. A tal fin , una ley convenio entre las 
partes instituirá regímenes de coparticipación, garantizando la automaticidad 
en la remisión de fondos, así como los demá s parámetros sobre los que se 
realizará la distribución. La Constitución también crea un organismo fiscal 
federal a cargo del control y fiscalización del régimen, integrado por repr e­
sentantes de las provincias y de la ciudad de Buenos Aires (inc. 2°). 

s Conf. B uuT GOÑI Enriqu e G ., '"Distribución de co mpeten cias tributarias entre distinto s nive les 
de gobierno", Cuadernos lberoantericanos de Estudios Fiscales no 6, septiembre -diciembre de 1987 , Edi­
toriales de Derecho Reunidas, Madrid , ps. 459 y ss. 

• 
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También e incluye en esta categoría a la nueva disposición del inc. 30 
del art. 75, de especial importancia para este estudio. En efecto, en el texto 
constitucional de 1853/1860 se contemplaba la potestad del Congreso de 
legislar de manera exclusiva sobre la Capital Federal y los llamados esta­
blecimiento s de utilidad nacional ubicados dentro del territorio de las pro­
vincias. En materia tributaria la controversia se centraba en determinar si 
esa atribución exclusiva impedía totalmente , o en su caso, condicionaba y 
en qué medida, la aplicación de gravámenes provinciales sobre los actos y 
las actividades cumplidas en tales lugares 6. 

El nuevo texto dispone, expresamente, que es competencia del Con­
greso "ejercer una legislación exclusiva en el territorio de la capital de la 

Nación y dictar la legislación necesaria para el cumplimi ento de los fines 

específicos de los establecilnientos de utilidad nacional en el territorio de 

la República. Las autoridades provinciales y municipales conservarán el 

poder de policía e ilnposición sobre estos estab lecimientos , en tanto no in­

terfieran en el cumplimiento de aquellos fines". 

Posteriormente volveremos sobre esta cuestión. 

2. Normas tributarias de contenido implícito 

Sin perjuicio de las disposiciones espec íficas en materia tributaria que 
urgen de la Constituc ión Nacional inclu so con la recepción de los po-

deres provinciale s y municipales en los establecimiento s de utilidad nacio­
nal , existen otras que también inciden en este tema. Son las denomina­
das normas tributarias de contenido implícito, porqu e si bien abarcan un 
contenido más amplio, se ha entendido que proyectan sus efectos en aque­
lla materia y, paradójicamente, son las que mayor es conflictos han ge­
nerado. 

Se trata de potestade s otorgadas al Poder Legislativo para favorecer la 
unidad y la armonía nacional, entre las que se encuentran: 

i. El tlictado de los códigos de fondo (art. 75, inc. 12), cuyo examen 
excede el alcance de este trabajo 7. 

6 El conflicto tambi én se trasladaba a las potestade s muni c ipales , dad o que ante s de 1994 la 
Constitución Nacional só lo exigía que las provin cias asegu raran un régimen muni cipal (art . 5°), pero sin 

• • 

mayores prectsJones . 
7 Esta cláu sula presenta dos tipos de problema s: por un lado , si las norma s tributaria s provincia ­

les y munic ipales pueden ser distintas e inclu so contraria s a las de fondo y, por el otro, s i e l orde n de 
prelación que consagra e l art . 31 de la Con stituc ión Nacional impid e a las prov incias que , con sus regu ­
lacio nes tributarias , se aparten de aquello s códigos. Amp liar, entre otros, en CASÁS, José 0 ., "Gravita ­
ción del derec ho civil sobre el derecho tributario provincial en la juri sprudencia de la Corte Suprema de 
Justicia de la Repúbli ca Argentina ", DTE, t. XIII , ps. 293 y BuuT GoÑt, Enrique Guill e rmo , " Dis-
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ii. La facultad de reglar el comercio con las nacion es ex tranjera s y de 
las provincia s entre sí (cláusula comercial , del art. 75, inc. 13) . Al respecto, 
podemos eñalar que al igual que el tema que nos ocupa la juri spru­
dencia sobre su interpretación no siempre ha sido uniforme, ya que cambió 
a lo largo del tiempo y de acuerdo con distintas circun stancia s. Sin embar­
go, cabe retener que la Corte ha reconocido que las provincia s tienen facul ­
tades para impon er gravámenes que recaigan sobre acto s o ac tividad es que 
involucren al comercio interjuri sdiccional , siempr e que no operen corno 
instrumentos de di scrimina ción o de protecc ión económica en benefici o de 
la riqueza propia y en detrimento de la foránea, no import en el estableci ­
miento de barreras aduan eras ni distar ionen las corrientes natural es de cir­
culación y de consumo s. 

iii. Las facultade s emergentes de la denominada cláu ula de prosperi­
dad o de progre so del art. 75 , mediant e las que el Estado nacional por 
intermedio del Congre so puede prove er lo conducent e a la pro speridad 
del paí por leye s prot ectora s y por concesiones temporale s de privilegio s y 
recompensas de estímulo (inc. 18) y, en especial , al crecimie nto armóni co 
de la Nación y prom over política s diferenciadas que tiendan a equi librar el 
desigual desarrollo re lativo de provincia s y regione s (inc. 19) 9 . Tradicio­
nalmente se ha entendido que estas atribuciones incluy en la posibilidad de 

·otorgar exe nciones impo sitiva s y, en tal sentido , se ha discutido si ello al­
canza a los tributo s local es (provinciales y municipale s) . En apretada sínte­
sis, podemos decir que la Corte ha interpretado con amplitud la mencionada 
cláusula constitucional, al admitir la validez de las exenciones otorgadas por 
el Estado nacional respect o de gravámenes locale s, pue de otro modo las 
provincia o las muni cipalidade s podrían obstruir los efec tos de la legisla­
ción destinada a cumplir con los objetivo s consagrado s. No obstante e llo, 
tambi én se ñaló qu e tal es di spe nsas no debían ser int e rpr e tada s como 
indiscriminada s y absoluta , sino con carácte r excepcional y, en reiterada s 

tribución ... ", cil., ps. MtCELE, Mario R., ·'La prescripción en materia tributaria y las normas 
tran itorias de exce pción", LL, y CARNOTA, Walter F., "La estructura constitucional de la 
obligación tributaria - Un horizonte juri sprudencia! dispar", LL, 2000-E- 11 36. 

Ver Fallos: 300: 3 1 O, también publicado en ED, 78- 156, con comentario de GtUUANI FONROUGE, 
Carlos M., '"Imposición provincial a las exportaciones y en lugares federal izados"; Fallos. 300: 1232, 
también publicado en ED, 72-484, con comentario de BtDART CAMPOS Germán J., "Cláusula comercial 
y pote tad impositiva'', Fallos. 305:327, también publicado en LL, 1983-C-76, con con1entario de SPtsso, 
Rodolfo R., "Las agencias de viaje y el impuesto a los ingre os brutos en la doctrina de la Corte"; Fallos, 

306:516, también publicado en BD, 109-5 18, con nota de BIDART CAMPOS Germán J. y BuLrr GoÑt, Enrique 
G .. cit., p. 483 y su remisión. 

I:J En tales casos, el Senado será Cámara de origen en el proceso de fonna ción y sanción de las 
leyes. 

• 
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ocasiones, excluyó de sus alcances a las tasas retributivas de servicios efec­
tivamente prestado s y a las contribuciones por mejora s realizada s to. 

Antes de concluir este capítulo, cabe recordar que la regulación de los 
establecimiento de utilidad nacional, previ stos originariamente en el art. 67, 
in c. 27, que tanto problemas trajo aparejada, en nuestra opinión, ha pasado 
a la categoría de norma tributaria de contenido explícito por deci sión del 
reformador con tituyente de 1994. En efecto, dicha refonna constitucional 
incorporó la doctrina judicial entonces imperante en el actual art. 75, inc . 30. 

IV. EVOLUCI ÓN JURISPRUDENC IAL 

Ya se adelantó que el conflicto entre el Estado nacional y las provin­
cias y los municipio en materia impo sitiva sobre los establecimientos de 
utilidad nacional tiene larga duración. Sus inicios se remontan al siglo XIX, 
poco tiempo después de la instalación de la Corte Suprema de Ju sticia de la 
Nación y continúa hasta nuestros días, tal como se puede apreciar por sus 
recientes pronunciamientos. Asimismo, presenta una particularidad: casi 
siempre culminan con una sentencia del máximo órgano judicial del país , 
circunstancia que permite contar con un importante cuerpo de jurispruden­
cia para interpretar las potestades constitucionales, aunque aquél no siem­
pre ha sido uniforme. 

Con el objeto de reseñar esta evolución, pueden constatarse cinco eta­
pas en la juri sprudencia de la Corte, que varían entre un criterio restrictivo 
o exclusivo y otro finalista o atenuado. 

Es important e, ante todo , efectuar una aclaración: si bien la jurispru­
dencia sobre la materia es abundante, prácticamente no existen pronuncia­
mientos que involucren en forma directa a los aeropuertos. Ello se debe, en 
cierta medida, a que ni antes ni despu és del decreto 375/97, que dispu so la 
concesión de la explotación, administración y funcionamiento de un conjunto 
de aeropuertos y constituyó el Sistema Nacional de Aeropuertos, a cargo del 
Organismo Nacional Regulador, se presentaron demasiadas controversias que 
tuvieran que ser resueltas por la Corte J J. No obstante esta limitación, la ju­
risprudencia es copiosa en otros establecimientos tales como los puertos­
que pennite extender sus conclusiones a los supuestos aquí examinados. 

JO Ampliar en Buu T G OÑJ, Enriqu e G ., cit., p. 584 y la juri sprudencia allí indicada. También pue­
den consultarse los casos señalado s por Bl ANCHJ, Alberto B., "'Los estab lecimientos ... ", cit.. ps. 471 y ss. 
y los fallos que se exami nan en el texto . 

11 Las exce pciones a esta regla son tos casos: "Cía . Servicios Aéreo s Cruzeiro do Sul Ltda . v. 
Poder Ejecutivo s/ demanda contencioso administrativa " (Fallos , 215 :260) y "'Pucci, Jorge y otros v. 
Braniff ' (Fallos , 293:287), entre otros pocos. 
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l. Primera etapa: Criterio restrictivo 

En un principio , el Tribunal adhirió a un cr iterio restrictivo respec to de 
la ubsistencia de atribu cione s impo sitiva s de las provincia s sobre los esta­
blec imiento s de utilidad nacional ubicado s en sus territorio s, a los que con­
sideró exc luid os de la juri sdic ción territorial local. 

En el precedente "Frigorífico Armour de La Plata v. Provincia de Bue­
nos Aires" del 26 de julio de 1929 (Fallos, 155:1 04), se declaró inaplica­
ble la ley de impue sto al comercio e indu stria de la provincia demandada a 
un frigorífico situado dentro de la zona del puerto de La Plata. Dijo la Cort e 
en esa oportunidad: " ... la extensión de la fa cultad atribuida al Cong reso, 

en el sentido de la disposición en debate, fluye de la 1nisn1a letra del inciso 

27, que equipara los poderes de legislación [ ... ]sobr e los lugares adquiri­

dos por la Nación para de utilidad general, a los que ejerce sobre el 

territorio de la Capital de la Nación los cuales no pueden discutirse ni se 

han discutido en su carácter de exclusivos y absolutos. De n1odo que dicho 

alcance lo fija el Congreso y nada más que el Congreso, ya que es sabido, 

la atribución de una facultad significa asilnisn1o, el otorgamiento de otras 

necesarias para pon erla en moviJniento " y concluyó que el tributo no al­
canzaba al frigorífico " ... toda vez que se ha evidenciado que él se halla 

situado fue ra de la jurisdicción territorial de la Provincia y por lo tanto 

ta1nbién libre de todo impuesto local" . Igual criterio mantuvo en Fallos, 168: 
96, en un juic io seguido entre las mismas partes 12 y en las causas "Provin ­
cia de Buenos Aires v. Cía. Swift de La Plata " y "Gazzo lo, Juan J. v. Pro­
vincia de Buenos Aires", resueltas el 22 de noviembre y 20 de dici embre de 
1943, respect ivam ente (Fallos, 197:292 y 507) 13. 

En esta etapa , la Corte interp retó: 
i. La definición de lo que debía entenderse, en cada caso, por es table­

cim iento de utilidad nacional, corre pondía al Congreso y, por ende, era ajena 
al Poder Judi cial. 

ii. Una vez creado el establecimiento dentro del territorio provinci al, 
el traspaso de la juri sdicc ión del entonces art. 67, inc . 27, operaba sin nece­
sidad del consentimiento de la Legislatura local. 

iii. Los poderes que eje rcía el Estado nacional en tales establec imien­
tos, era n equi valen tes en su extensió n a los que dete ntaba sobre la Capital 
de la Repúb lica, es decir, exc lusivos y exc luyentes. 

12 La críti ca de la doctrina de la época a este pron unciami ento de la Co rte puede verse e n BI ANCHI, 

Alberto B .. ' 4 Los estab lecimi entos ... ", c it. , ps. 489 y 490 , donde comenta la posición de Gonzá lez Ca l­

derón y exp resa su propia conclu sión sobre es te cr1terio res tri ct ivo . 
u Ademá s de los indi cados en e l texto, también se pueden incluir e n es ta etapa a lo pronun cia­

mientos de Fallos, 1 J entre otro s. 
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2. Segunda etapa: Criterio finalista 

En este período, la Cort e reco rtó los alcances asignados al art. 67, in c. 
27 de la Con stitución Nacional, al considerar insufici ente que el Estado 
nacio nal constituyera e l establecimiento de utilidad nacional par a que el 
traspaso de juri sdicc ión operara automáticamente y asignar al Pod er Judi­
cial la facultad de examinar la natural eza y la finalidad del establec imiento 
con el fin de determinar el alcance de los poderes federale s frente a los 
provinciales, pues las facult ades leg islativa s y administrativas de la provin­
cia en que la obra de utilid ad nacional se esta blece con la adquisición del 
lugar indispe nsable no quedan exc luida s de este último, sino en tanto y en 
cua nto ese eje rcicio interf iera con la realización de la finalidad de la obra 
nacional y la obste directa o indirecta mente (cfr. Fallos, 20 1 :536; 240 :311 ; 
248:824; 259:4 18; 262: 186). Con e1lo, emp ieza a perfilar se el co ncepto 
de "interferencia" para delimitar las compete ncias de uno y otro nivel de 
gobierno. 

A esta etapa pertenece el prece dente "Cía. Servicios Aéreos Cruzeiro 
do Sul Ltda. v. Poder Ejecutivo s/ demanda contencioso adm inistrativa" 
(Fa llos, 215:260), ya mencionado, que merece ser examinad o en detalle. Se 
trataba de una demanda interpuesta por una compañía aérea que unía Bue­
nos Aires con Río de Janeiro y operaba desde el Aeró dromo Internacional 
de Morón que, por entonces, era un lugar arrendado por el Esta do nacio­
nal , que cuest ionaba un impue sto provincial a los combust ibles por con­
sidera rlo contrario al art. 67, in c. 27, de la Constitución Nacional. La Corte 
hizo lugar a la demanda, al considera r que el gravamen provincial a la nafta 
adquirida en un aeród romo de la Nación con destino a los aviones de las 
líneas autorizadas por esta última para utilizarlo y realizar desde él o hasta 
él los transportes aéreo s interprovinciale s o internacio nales, exc lusivame nte 
sujeto a la jurisdicción nacional (art. 68, inc. 13 de la Constituc ión) 14 in­
terfería en la fina lidad del servicio público y utilidad nacional que defi ne el 
establecimiento mencionado. 

También es importante detenerse en el exame n de otros pro nunciamien­
tos de esta etapa. Así, en la causa "Ca rdillo , José v. Marconetti Ltda. SA", 
del 18 de abri l de 1958 (Fallos, 240:311) se resaltaro n las diferencias entre 
el art. 67, inc. 27, de nuestra Carta Magna y el art. 1°, sec. 8°, el. 17 de la 
Constitución de los Estados Unidos, que es su fuente inmediata, y se distin­
guieron dos supue stos: a) la federa lización de lugare s situados dentro de los 
límites territoria les de las provincias, que implica la absorc ión por la Na-

14 La numeración corresponde al texto sancionado en 1949. 
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ción de toda potes tad legislativa, admini strativa y judi cial en esos lugares, 
pero ex ige, como condición sine qua non, el consentimi ento expreso y fo r­
mal de las prov incias (arts. 3° y 13 de la Co nstitución Nac ional) y b) la 
adqui sic ión de lugares en los territorios de la prov incias, sin e l consenti­
miento provincial, para ser destinados a es tablecimiento de utilid ad nacio­
nal , que determin a la necesa ria subordinaci ón de las juri sdicc iones locales 
po r la preemin enc ia de los fin es de la Nación, pero "e l ilnperiu1n y la 

ju risdictio de las provincias ... no quedan excluidos en abso luto, sino sólo en 

la n1edida en que su ejercicio obstac ulice directa o indirectamente el fi n de 

esos estab lecimientos". 

Sin embargo, poco tiempo desp ués, la Corte volvió a modifi car su cri­
terio, aú n sin pasar a la siguiente etapa, cuando reso lvió e l caso "Muni cipa­
lidad de Santa Fe v. Marconetti Ltda. In d. y Com.", e l 25 de septiembre de 
1964 (Fa llos, 259:4 13), en donde señaló que es facult ad de la leg islación 
nac ional, o de la reg lamentac ión supletoria, determin ar e l fin nacional a 
cumplir por e l establecimiento del caso y la forma y los medios para satis­
face r tal finalidad. Es decir, só lo en ausencia de defini ción por la regulación 
federal (por medio del Co ngreso o del Poder Ejecuti vo), el Poder Judi cial 
puede juzga r sobre si lo poderes eje rcidos por la prov incia son o no com­
patibles con la naturaleza, fines y propósitos del establec imiento de utilid ad 
nacional. 

Por aplicac ión de tale pautas, en ese caso rechazó la pretensión muni ­
cipal de cobrar un "derec ho de inspecc ión y registro" (inspecc ión de co n­
tro l sobre las co ndiciones de higiene y segurid ad al comercio y la indu stria) 
a una ociedad que desa rrollaba sus ac tividades dentro del puerto de Santa 
Fe ( o metido a la leg islac ión de l art. 67, in c. 27), po rque se probó que no 
ex i tió prestac ión efectiva de los servicios municipales rec lamados . 

Igual cr iterio sostuvo en la causa "Frigorífico Armour de La Plata SA 
v. Poder Ejecuti vos/ demanda contencioso adm inistrativa", del 2 1 de juli o 
de 1965 (Fallos, 262: 186), al convalidar las pretensiones tribut arias de la 
provincia de Buenos Aires de grava r con un impuesto el consumo de ener­
gía eléc trica respec to de una empresa ubi cada en las adyace ncias del puerto 
de La Plata, ya que la sola in vocac ión del art. 67, in c. 27 de la Constitución 
Nac ional, no ju tifica el desco noc imiento de la jurisdicc ión tribut aria pro­
vincial cuando, como suced ía en el caso, la exe nción impositiva alegada por 
la soc iedad actora había sido deses timada con base en la c ircun stancia de 
que el grava men cuestionado no afec taba ni direc ta ni indir ec tamente, la 
materia específ ica del es tablec imiento federal del caso. 

Como síntesis de las pautas jur isprudenciales de esta segun da etapa, 
podemos eña lar: 
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i. La legi slación exclusiva del art. 67, in c. 27, desplaza a las potesta­
des legislativa s, ejecutivo-administrativa y judicial , ólo cuando la provin­
cia ha cedido parte de u territorio , el que queda federalizado. 

ii. La legislación y reglamentacione s nacionale s prevalecen en la de­
terminación de las competencia s recíproca s de la Nación y las provincia s, 
por cuanto al Gobierno federal le corresponde fijar los medio s para satisfa­
cer la finalidad que se persigue con tal fundación y 

iii. A falta de tal deslinde de competencia s, la Justicia puede examinar 
si lo podere s ejercido s por las provincia s son o no compatibles con la na­
turaleza, fine y propó sitos del establecimiento de utilidad nacional. 

3. Tercera etapa: Retorno al criterio restrictivo 

En 1968 la Corte varió nuevament e su posición sobre el tema y vol­
vió a transitar el cauce de la tesis exclusivi sta de Fallo s, 154:312 y 155:104 , 
ya examinado s. En efecto, al reso lver el caso "Marconetti Ltda. SAIC s/ 
apelación de multa del Departamento Provincial del Trabajo ", el 9 de agosto 
de e e año (Fa llos, 271: 186) ts, tras recordar sus pronunciami entos de la 
etapa anterior, destacó las dificultade s que supon e adoptar el criterio fina­
lista, fundada en la gran cantidad de litigio s que había suscitado, porque 
siempre , en alguna manera, la coexistencia de las juri sdiccion es nacionale s 
y provinciales sobre un mismo ámbito daría lugar a su ejercicio superpue sto. 
Por ello, conc luyó que el art. 67, inc. 27 de la Constitución Nacional im­
porta " ... reserva r a la Nación el derecho de eje rcer su jurisdi cción exc lu­

siva y excluyente en todos los lugares adquiridos por compra o ces ión, en 

cualquie ra de las provin cias, para instalar establ ecimientos de utilidad 

nacional; y por lo tanto, que tal exc lusividad impli ca la negac ión del eje r­

cicio simultáneo de poderes provinciales en esos lugares ... "; máxime si 
se con idera que esos establecimientos han sido colocados por dicha cláu ­
sula en un pie de igualdad que los arsenales y fortal ezas, lugares éstos en 
los que, por razones obvias, nunca podría aceptarse injerencia de ninguna 
espec ie por parte de las provinci as" (cons. 15) 16. Por aplicación de este 
criterio, hizo lugar a la acción deducida por una empresa contra un impue sto 
provincial de "salud pública ", que gravaba las obras de la central hidro­
eléctrica de la localidad de Pueblo Viejo (Tucumán ), en terren os cedidos a 
la Nación y de acuerdo con el contrato celebrado con la empresa del Es-

15 También publi cado en LL, 13 1-987 t con comentario de BoscH, Jorge T., " El art. 67 , in c. 27 de 
la Constitu ción Nacional en la j uri sprudencia de la Corte Suprema". 

16 Cabe destacar que el procurador general se había expedido de acuerdo con la juri sprudencia de 
Fallos: 262: 186. 

• 
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tado Agua y Energía Eléctrica (causa "Sollazo Hno . v. Superior Gobierno 
de la Provincia de Tucumán s/ cobro de pesos", sentencia del 7 de mayo 
de 1963 [Fallos, 273:348]). 

En esta misma línea interpretativa, se inscriben los casos "De Luna, 
Rosa y otros v. Intemational Air Catering Aeropuerto de Ezeiza y otros" y 
"Victoriano More) y otros", ambos del 29 de diciembre de 1971 (Fallos, 281: 
407 y 433), en los que declaró la inconstitucionalidad de los arts. 2° y 3° de 
la ley 18.31 O, que había reconocido jurisdicción a las provincias en los es­
tablecimientos de utilidad nacional , en tanto su ejercicio no interfiera en las 
actividades normale s que dicha utilidad implique. En materia tributaria, por 
iguales fundamento s, el Tribunal hizo lugar a una demanda de repetición 
interpu esta por una empresa que había abonado, bajo protesta, el impue sto 
provincial a las actividades lucrativas ("Se rvicios Técnicos Atlas Sociedad 
Anónima Petrolera y Min era v. Santa Cruz , Provincia de s/ repetición de 
impuestos", del 8 de noviembre de 1972 [Fallos, 284:161 ]). 

4. Cuarta etapa: Teoría de la interferencia 

A partir de la causa ''Pucci , Jorge y otros v. Braniff ' (Fallos, 293:287) 
ya citada, de contenido laboral , la Corte una vez más cambió su posición y 
retornó al criterio finali ta. Con su nueva integración de 1976, ratificó su 
postura aunque con voto dividido en el caso "Brizuela, Pablo César v. 
Cía. Swift SAF si daño y perjuicios en sede laboral", del 23 de noviembre 
de aquel año (Fallos, 296:432), en donde señaló que el criterio para ex­
cluir la jurisdicción provincial debe circun scr ibirse a los casos en que su 
eje rcicio interfiera con la satisfacción del propósito de interés público que 
requiere e l establecimiento nacional , situación que no se da cuando tal 
como sucedía en el caso la cuestión a resolver la constituye una deman­
da laboral dirigida contra una empresa privada radicada en el ámbito de la 
zona portuaria, sin que se advierta en qué se obstaculiza o interfie re , así 
fuere indirectamente, esa actividad. En igua l fecha se pronunció en el mis­
mo sentido in re "Aerovías Nacionales de Colombia (Av ianca )" (Fallos, 296: 
449). Se trataba de una demanda laboral de un trabaj ador aeronáutico, en 
la que se consideró que el conoci miento de la causa por los tribunales del 
Trabajo de la Provincia de Bueno s Aires en nada perturbaría o frustraría el 
buen funcionamiento del Aeropuerto Internacional de Ezeiza, ni la defensa 
nacional. 

La teoría de la interferencia de la potestad tributaria provincial, sin 
embargo, originó pronunciamientos divergentes. En "SADE SA v. Provin­
cia de Santa Cruz", sentencia del 29 de diciembre de 1977 (Fallos, 299:442), 
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se declaró incon stitucional el impue sto de sellos de la provincia de Santa 
Cruz, aplicado a un contrato entre Yacimientos Petrolífero s Fiscales y una 
empresa privada, para la ejecución de obras de instalacione s en yacimientos 
de petróleo y gas t7, pero poco tiempo despué s, el 30 de marzo de 1978, al 
resolver la causa "Cía. Swift de La Plata SA Frigorífica v. Provincia de 
Buenos Aires si repetición" (Fallos, 300:328) 18, el Tribunal adhirió a la 
tesis finalista, con la excepción del mini stro Gabrielli. La controversia ron­
daba en torno a las facultades impo sitivas de la provincia sobre la zona del 
puerto de La Plata, donde se encontraba emplazada la empresa actora. La 
Corte rechazó la demanda, al considerar que el caso involucraba a una 
empresa industrial privada ubicada en el ámbito portuario, sin más relación 
con los fines de utilidad nacional de dicho puerto que el beneficio que ella 
misma podía recibir por el hecho de aquella ubicación. Es decir que las ins­
talaciones fabriles de la actora no formaban parte del "establecimiento de 
utilidad nacional", no hacían directamente a su objeto, ni eran instru mento s 
o medios necesarios a la existencia o mejor desarrollo del "establecimien­
to" en cuanto tal. En consecuencia, el impu esto a las actividades lucrativas 
no incidía en los fines propios del "esta blecimi ento", ni interfería en los pro­
pósitos de la "utilidad nacional" (cons. 5°). 

Por su parte, en "Vialco SA v. Poder Ejecutivo s/ demanda contencio­
so administrativa", del 27 de noviembre de 1979 (Fallos, 301:11 22) 19, la 
Corte examinó nuevamente si una provincia (Buenos Aires), en ejercicio de 
su potestad tributaria, podía legítimament e gravar con el impue sto de sellos 
unas órde nes de compra emitidas por Yacimientos Petrolíferos Fiscales a 
favor de la empresa actora para la provisión y montaj e de cuatro estaciones 
de bombeo en el oleoducto puerto Rosales-La Plata y concluyó que el im­
puesto era constitucional, porque no significaba un obstáculo real a los fi­
nes tenidos en miras al disponer se aquella construcción (cons. 11 ), ni la actora 

17 La decisión del Tribunal se conformó con los votos de los ministros Hederia y Gabri elli, que 
aplicaron el clite rio excluyente de la potestad local de Fallos. 271 : 186 y 281 :407 , al que adhirió el n1inistro 
Ross r con una posición particular sobre e l concep to de "interferencia", mientras que votaron en disiden­
cia los ministros FRí AS y OAIREAux . 

18. También publicado en ED, 78 - 167. 
19 En esta causa la Corte se apartó de los fundamentos de Fallos, 299:442, pese a que se trataba 

de situacion es similares. Incluso el señor procurador fiscal ante el Tribunal sustentó su dictmnen en el 
mencionado precedente. La exp licación puede enco ntrarse en que, en ese período , la posición de la Corte 
sobre el tema era sumamente inestable y cambiaba de acuerdo con la composición que tenía en cada 
caso que fallaba . En el que se examina , la mayoría estuvo integrada por los mini stros Ftía s y Darieaux , 
a la que se sumó el procurador general doctor Mario Justo López. La posición minoritaria est uvo repre­
sentada por los ministros Gabrielli y Rossi. 
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demostró que el gravamen cuestionado interfiriera en las actividades del puer­
to de La Plata (co ns. 12) 20 . 

Esta posición se mantuvo en Fallos, 302:1236 y 304: 163, en los que 
se declararon inconstitucionales gravámenes provinciales de sellos, de in­
gresos bruto s y de actividades lucrativa s, al considerarse que interferían con 
lo fines de utilidad nacional 21 . 

También es trasce ndent e para e ta etapa el ca o "Hidronor SA v. Pro­
vincia del Neuquén s/ nulidad ", resuelto el 4 de diciembre de 1980 (Fa llos, 

302: 1461 ) 22 . Se trataba de un contl icto originado por 1 a creación, por parte 
de la provincia demandada , de una municipalidad dentro del ejido de lo 
terrenos que habían s ido declarados por ley de utilidad nacional para la 
con trucción de la represa "El Chocón-Cerros Colorados". La Corte declaró 
la incon stitucionalidad de la creación del municipio y anuló los actos cues­
tionados, con fundamento en que la legislación exc lusiva del art. 67, inc. 
27, de la Constitución Nacional es única y no compartida, pues resulta 
inadmisible que sea ejercida en fonna concurrente con las legi slaturas pro­
vinciales ( cons. 2°) 23 . 

Contemporáneamente con los pronunciamientos recién citados, en "Vial 
Hidráulica SACIC y Corporación Sudamericana de Construcciones SA 
Corsar v. Río Negro, Provincia de s/ repetición de impuesto", del 30 de 
octubre de 1980 (Fallos, 302: 1252 ), la Corte introdujo un cambio de. 
fundamentación sobre el tema examinado, que sería de sarrollado a partir de 
Fallos, 306:1883. El núcl eo de esta doctrina puede enunciarse del sigu iente 
modo: nada impide que el legislador nacional que expresa su voluntad 
mediante e l dictado de leyes reglamente los alcances de la legislación 
exc lusiva a que se refi ere el art. 67 de la Constitución Nacional , previendo 
los medio s y modalidad es para alcanzar los fine s perseguidos, salvo que se 
conculque alguna de las garan tías individuales o se afecte la autonomía pro­
vincial (cfr. cons. 7°, de Fallos , 302: 1252). En virtud de ello, declaró cons­
titucional el impuesto provincial sobre las actividades lucrativas que afecta­
ba a las obras realizadas por las actoras en una zona de utilidad nacional , 
pues consideró que el leg islador nacional , para lograr un mejor y más rápi-

2o No ob tant e, el fallo fue criticado en doctrina . Al respecto , ver BRuzzóN, Juan Carlos, "De cómo 
un fallo de la Suprema Corte, puede no sentar juri sprudencia" , ED, 85-727. 

2 1 Produ cto de los di stint os cambio s de posición que se presentaro n en este períod o, en Fallos . 

302: 1223 (causa "Montar sa Montaje s Argentin os SA", sentencia del 30 de octubre de 1980), la Corte 
volvió al crite rio de Fallos, 299:442 . 

22 Tambi ¿n publi cado en ED, 92-3 11 . 
2J El fallo merec ió la críti ca de BIDART CAMPOS, Germán J., .. Muni c ipio provincial e n lugare s del 

art. 67, in c . 27 de la Constitución" , ED, 92-311. 
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do de arrollo del yacimiento ferrífic o de Sierra Grand e, creó una soc iedad 
(contratante de las empre as actora ) que debería regirs e por la ley 17.3 1 8 
y tenía el rég imen de exenciones integrado por el decreto 5925/1967 y la 
Jey 18.605. De ello concluyó que la Naci ón había consentido la impo sición 
de impu estos locales a la referida soc iedad , en la medida en que só lo prev ió 
la po ibilidad de que la Dirección General de Fabricaciones Militare s ges­
tiona se, ante los gobierno s provinciale s, el otorgamiento de las exencion es 
que e otorgaron en el orden nacional. En esta misma línea de razonamiento 
se ubica el precedente "B.J. Servic e Argentina SAPC e 1 v. Neuquén , Pro­
vincia del s/ repetición de impue stos", del 15 de septiembre de 1983 (Fa­

llos, 305: 138 1) 24. 

5. Quinta etapa: Consolidación del criterio finalista 

En 1983 , con la res tauración del sistema democrático se inicia una 
tendencia que con olida la posición finali sta en materia de interpr etación de 
la cláusula con titucional de los es tablecimi entos de utilidad nacional , que 
posteriorment e se rá receptada en la propia norma fundamental en 1994. En 
tales co ndicion es, este período que continúa hasta nues tros días puede 
subdividirse en dos: ante s y después de la reforma constitucional. En esta 
etapa también e advierte que la Corte recepta con mayor amplitud las fa­
cultade de los municipio s, situación que culmina con la causa "Rivademar, 
" Angela Digna Balbina Martínez Galván de v. Municipalidad de Rosario s/ 

recurso contencioso admini strativo de plena juri sdicción", fallada el 21 de 
marzo de 1989 (Fallos, 312:326) 25. 

• 

5.1. Período de 1983 a / 994 

La primera causa de esta etapa es "B.J. Servic e Argentina SAPC e 1 v. 
Mendoza , Provincia de s/ repetición de impue stos", del 6 de diciembre de 
1984 (Fallos, 306: 1883) , en la que se declaró la constitucionalidad del im­
puesto a las actividades lucrativa s de aquella provincia , con remisión a la 
doctrina de la voluntad del legislador nacional (Fallos, 259:413 ; 302: 1252 
y 305:1381 ). En igual sentido, el pronunciamiento del 7 de mayo de 1985 
en "Compañía Argentina de Construcciones SAIC v. Mendoza, Provincia de 
si repetición " (Fallos, 307 :613) , declaró constitucional el impuesto provin-

24 Ta mbién publicado en LL. 1985- B- 198, co n co me ntari o de Mr cELE, Ma rio R., " Re torno 
juri sprudencia! al federal·ismo . Los poderes nac ional y prov inciales en materia tributaria " y en ED, J 06-
640, con comentari o de BuuT GOÑJ, Enrique G . 

25 Tambi én publi cado en LL, 1989-C-47, con co mentario de Br ANCHt , Albert o B., "La Corte Su­
prema ha ex te ndido carta de a utono mía a las muni cipalid ades". 
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cial obre ingresos brutos, aplicado a una empresa contratista de Agua y 
Energía Eléctrica SE, para la ejecución de trabajos y provi sión de los sumi­
ni tros nece sarios para la instalación de la Central Termoeléctrica de Luján 
de Cuyo. 

Por aplicación del mismo criterio, en "Compañía Constructora de El 
Chocón Impregilo Sollazzo S. v. Neuquén, Provincia del s/ repetición de 
impue tos", del 8 de agosto de 1 985 (Fallos, 307: 1268 ), la Corte rechazó la 
demanda de repetición del impuesto a los ingre sos brutos de ese estado 
provincial, aplicado a la empre a constructora de El Chacón porque, del 
exa men de las cláusulas contractuales del convenio celebrado con Hidronor 
SA, se de prendía que la empresa es tatal consideró innec esa ria una plena 
inmunidad fiscal como medio destinado a satisfacer el interés nacional que 
supon e su actividad (cfr. cons. 7°) y en "Municipalidad de Laprida v. Uni­
versidad de Buenos Aires (Facultad de Ingeniería y Medicina) s/ ejecución 
fiscal", sentencia del 29 de abril de 1986 (Fallos, 308:647), deses timó la 
preten sión de la casa de altos estudios de ser exceptuada del pago de la tasa 
por conservación, reparación y mejorado de la red vial municipal , que le 
ex igía el Municipio de Laprida con relaci ón a un establecimiento rural per­
teneci ente a su Facultad de Ingeniería. Nuevamente el Tribunal aplicó el 
criterio jurisprudencia) de la interferencia y con cita del voto del ministro 
Pedro J. Frías en Fallos , 301:1 122, recordó que el criterio para aceptar o 
exc luir el ejercicio de podere s provinciales en lugare s sometidos a la juris­
dicción federal por interé s nacional, es preci samente el de la compatibilidad 
co n dicho interés, así como que si esa facultad provincial no condiciona, 
meno scaba o impide el inter és nacional, es compatible con aquél (cfr. 
co ns. 1 1). 

Por ot ra parte, en el precedente "Hidroeléctric a Norpatagónica SA 
(H idronor) v. Neuquén, Provincia del si cobro de pesos", del 18 de ago sto 
de 1987 (Fa llos , 310: 1567) , rechazó el reclamo de la actora de repetir lo 
pagado en concepto de impue sto de se llos, aplicado a un contrato que cele­
bró con una empresa proveedora de medidores y regi stradore s de energía, 
con destino a obras en establecimientos de utilidad nacional 26. 

Para cerrar la reseña de esta subetapa, mencionaremo s las causas 
"SADE SACCIFIM v. Provincia de Mendoza s/ APA" y "Satecna Costa 
Afuera SA v. Buenos Aires, Provincia de s/ cláusula comercial (transporte 

26 En es ta causa también se debati ó la constitu cionalidad de la ley 22.0 16, que derogó toda s las 
dispos iciones de leyes nacional es, ya sean generales, especiales o es tatutaria s, en cuanto ex imían o per ­
mitían cap itali zar e l pago de tribut os nacionales. prov inciales y municipale s (impu es tos, tasas y contri ­
bucione s). Este tema gener ó varios pronun ciami entos del Tribunal , s ituación que se acre ce ntó con el 
proceso de privatiza ción de serv icios públi co iniciado en 1989 . 
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marítimo)", resueltas el 3 de octubre de 1989 y 30 de sep tiembre de 1993, 
respect ivamente (Fa llos, 3 12: 1870 27 y 3 16:2206). En la primera , e l Alto 
Tribunal rec hazó la prete nsión de la actora de ex imirse del pago del im­
puesto provin cial de sellos sobre un contrato relativo a la instalaci ón de 
una línea de alta tensión de un establ ec imiento de utilidad nacional , mien­
tras que en la segu nda hizo lugar a la demanda por inco nstitucionalidad 
del impuesto provincial a los ingresos brutos, por resultar violatorio a los 
arts. 9°, 12 y 67 , in c. 27, de la Constitución Nacional y porque su aplica­
ción constituí a una dob .le impo sición, toda vez que la actora ya tributaba 
el impues to a las ganancias (de carácter nacional) y la tarifa por los servi­
cios que prestaba (remolque de mani obra en el puerto de Bahía Blanca) 
era n fijadas por la autoridad naciona l, sin computar la incidencia del gra­
vamen provincial. 

5.2. Período post erior a 1994 

Tal como se mencionó, el criterio de la interfe rencia finalmente adqui­
rió rango cons titucional en 1994. En efec to, el actual art. 75, inc. 30, de la 
Ley Fundam ental prevé, en forma expresa, que las autoridades provinciale s 
y municipales conservan el poder de policía e imposici ón sobre los estable­
cim ientos de utilidad nacional , en tant o no interfieran en el cumplimiento 
de sus fines. 

A partir de aque lla fecha, la Corte resolvió varias causas re lati vas al 
tema bajo examen. En "Yac imiento s Petrolífero s Fiscales v. Mendoza , Pro­
vincia de s/ repetición", del 22 de octubre de 1996 (Fa llos, 319:2458) , se 
demandó la repetición del pago de un impu esto de sellos, aplicado por aquel 
estado loca l a un contrato suscripto entre la actora y una empre sa contratis­
ta para llevar ade lante e l Proyecto de co nver sión en la Des tilería Luján de 
Cuyo situada en la provincia demandada. El Ministerio Público fisca l 28 

se expidió por el rechazo de la acción, con suste nto en la dec isión del Tri­
bunal de Fallos, 314:1796 29, en dond e se sostuvo que el legis lador nacio­
nal no consideró incompatible con los fines de utilidad nacional el recono ­
cimiento expre o de facultades imp os itivas provinciales "desde que derogó 

las exenciones de que gozaba la acto ra (ley 22.016) y exp resamente dispu­

so que tal calificac ión no inhibe la aplicac ión del impuesto a los sellos ... ". 

La Corte falló en igual sentido. 

?.7 Tambi én publi cado en ED, 136-468 con comen tario de Alberto B Bian chi , citado en nota 2. 
2H Dictamen del 1° de abri l de 1993 (v. Fallos . 3 19:2459 /2468) . 

" Direcció n Provincial de Rentas de la Provin cia de Santa Cruz v. Yacin1ientos Petro lífe ros 
Fisca les s/ ejecu ción fisca l", de l 17 de dic iembr e de 199 1. 
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La segunda causa, "Operadora de Estacione de Servicio SA (OPESSA) 
y otro v. Municipalidad de Escobar s/ amparo", resuelta el 2 de abril de 1998 
(Fallos, 321 :658) también es importante , pese a que se trataba de una ruta 
nacional y, por consiguiente, el Tribunal aclaró que la cuestión debe exami­
narse sobre la base de los incs . 13, 14 y 16 del art. 75 de la Con stitución 
Nacional y no por el inc. 30 de la misma disp o ición, porque se decidió que 
un municipio no podía oponerse a la instalación de obras anexa s al camino 
interjuri sdiccional sobre las que sólo el Gobi erno federal podía decidir (en 
el caso, una es tación de servicio). Sin embargo, tambi én se indicó que esa 
solución no privaba a la municipalidad del ejercicio de su competencia pro­
pia en cuanto a las habilitacion es de los locale s y al cobro de las tasas que 
correspondían , pues ese criterio había sido reco nocido expresamente en el 
contrato de concesión, que pu o en cabeza del concesionario la carga de 
obtener las habilitacione s de aquel carácter. 

En "Agua y Energía Soci edad del Estado en liquidación v. Entre Ríos , 
Provincia de s/ acción declarativa ", del 26 de octubre de 1999 (Fallos, 322: 
2598), la actora demandó a dicho Estado, a fin de que se declare la impro­
cedencia de una reso lución ministerial que le exigía el pago del impue sto a 
los ingre sos bruto s por la compra de energía eléctrica que produc e la Comí -
ión Técnica Mixta de Salto Grand e, para su posterior venta en el mercado 

eléctrico mayori sta, administrado por la Compañía Argentina del Merca­
do Eléctrico Mayori sta SA. Fundó su pretensión en que no se encontraba 
sometida a aquel tributo en virtud de lo dispue to por el art. 12 de la ley 
15.336 --que e tablec e expresamente la exención , en las norrna s comple­
mentarias que rigen el sistema de generación eléctrica por organi smos inter-

• 

nacionale s y en que las provin cias no pueden gravar establecimientos de 
utilidad nacional cuando los gravámenes interfier en con el cumplimiento de 
sus fines (art. 75, inc. 30, de la Con stitución Nacional). 

El Tribunal recordó que, en materia de facultades concurrentes, la in­
terpretación constitucional debe efectuarse de modo que el ejercicio de la 
autoridad nacional y la provin cial se desenvuelvan armoniosamente ev itan­
do interferencia s o roce s susceptible s de acrecentar los podere s del gobier­
no central en detrimento de las potestades provinciale s o viceversa, ya que 
la coexistencia de dos órdenes de gobierno, cuyos órganos actúan en órbitas 
di tintas, debe encontrarse sólo para ayudar se pero nunca para destruirse 
(cons. 6°). Tambi én señaló que entre los derechos que constituyen la auto­
nomía de las provincias, es primordial el de impon er contribucione y per­
cibirlas sin intervención de alguna autoridad extraña, aunque es atribución 
del legislador nacional determinar la existencia del fin nacional a cumplir, 
así como la elecc ión de los medio s y modo s de satisfacerlo, entre los cuales 
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puede considerar la adopción de exenciones tributaria s. Sin embargo , enten­
dió que en el caso ello no se había verificado, toda vez que el art. 12 de la 
ley 15.336 no con sagró una inmunidad absoluta. Tampoco se comprobó que 
la pretensión provin c ial impositiva frustrara, por su incompatibilidad , el fin 
nacional 30. 

Finalmente, cabe citar la cau sa "Empresa Distribuidora Sur SA (Edesur 
SA) v. Buenos Aires , Provincia de s/ acción declarativa ", fallada el 26 de 
octubre de 1999 (Fallos, 322:2624) , que tambi én versaba sobre los poderes 
impos itivos provincial es con relación a la energía eléctrica, en particular , 
sobre la posibilidad de gravar con el impue sto sobre la propi edad inmueble 
y sobre los automotores a una empresa prestataria del servicio público de 
distribución y comercialización de energía eléctrica en una parte de la Ca­
pital Federal y en diez partidos de la provincia de Bueno s Aire s (Gran Bue­
nos Aires) . 

La Corte declar ó la incon stitucionalidad de las norma s que imponían _ 
los impuestos impu gnado s, al considerar que el marco regulatorio eléctrico, 
en particular el espec ífico de Segba, estable ce que las empresas nacida s de 
la privatización del servicio abonarán a la prov incia de Bueno s Aires, en con­
cepto de único impu esto y contribu ción tanto de índole fisca l como en lo 
referente al uso del dominio público provincial, por sus actividades como 
prestataria s del servicio público de. distribución y comercialización de ener­
gía eléctrica, un porcentaje de su entrada s bruta s. Ese régimen tributari o 
- dijo e l Tribunal se completa con la exc lu ión de las tasa s retributiva s 
por servicios o mejora s de orden local, de dond e concluyó que quedaban in­
cluidos en el principio general los impue stos a los automotores y a los bie­
nes inmuebles destinado s al servicio público (cfr. considerandos 5° y 6°) 3 1. 

30 Sin perjui cio de Jo ex puesto, la Corte hi zo lugar parcialmente a la demanda , en virtud de un 
acue rdo de saneamiento de deudas suscri pto entre e l E stado nac ional y la provincia demandada, en la 
que ésta re nunció a todas las de udas anteriores a una deter minada fecha. 

31 La Procuración GeneraJ de la Nación, por su parte , pese a concluir que la Nación tiene facul­
tades suficientes, conced idas por la Con stitución Nacional para regular en la forma más completa y 
arm ónica que estime conveniente aquel servicio público , en las zonas y bajo las condiciones razonabl es 
que dete rmine, sujetánd olo a la juri sdicción federal, sobre la base del juego arm ónico de los incs . 13, 18 
y 30 del art . 75 de la Ley Fundamental , consideró que los tributo s locales no interferían e n la prestación 
del servicio, puesto que todo gravamen, en forma más o menos remota, en tant o signifi ca una detracc ión 
coactiva de tiqu eza del patrimo nio de los part iculares, alcanza rá a las rentas que obtu viera la pres tatari a 
por su activ idad . Sin e mbargo , lo que se desea ev itar no es e l pago de tod o tribut o local, sino só lo de 
aque llos que incidan es pec íficame nte sobre la acti vidad de distribu c ión de e nergía e léctrica y, en e l caso, 
ello no ocurria. porque tales tribut os no tenían co mo objeto imp on ible específi co la activ idad de la acto ra, 
sino un tipo de riqu eza manif estada a travé s de la titularid ad de l domino o de la poses ión o la me ra 
tenen c ia, de un inmueble en territo rio prov incial o un automotor radicado en aquella "jurisdicción (v. 
dictame n de l 16 de julio de 1998 , publi cado en Fallos. 3 19:263 1 /2649). 
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Cronológicamente, tambi én corre sponden a este período los pronuncia­
mientos del 18 de abril de 1997, in re "Te lefónica de Argentina v. Municipa­
lidad de Chascomús si acción meram ente declarativa " (Fallos, 320:619) y 
del 3 de abril de 2001, en la causa "Admini stración Nacional de Aduana s v. 
Municipalidad de Bahía Blanca s/ acción dec larativa " (Fallos, 324:933) 32, 

aunqu e serán examinados en el capítulo . siguiente , junto a otros específico s 
relativo s a las facultad es tributaria s muni c ipale s . 

Hasta aquí un re leva miento, todaví a parcial , de la evo lución de la ju­
risprudencia de nuestro máxim o Tribunal sobre esta conflictiva materia. Con 
el desa rrollo que efectuaremos a continuación, referido a las potes tade s 
tributaria s municipal es, completaremos el examen de los pronunciamiento s 
más important es. No obstante, ya podemos afirmar que el criterio finali sta o 
de la interferencia se encuentra firmem ente arraigado en nuestro ordenamien ­
to, tanto en el nivel normativ o como en el de las dec isiones judicial es. 

V. J URISPRUDENCIA ESPECÍFICA SOBRE FACULTADES TRIBUTARIAS 

DE LOS MUNICIPIOS 

Resta todavía considerar alguno s fallos trascendentes relativo s al po­
der de impo sición de las municipalidad es sobre las actividades que se rea­
lizan en los establecimientos de utilidad nacional. E11o requiere una breve 
aclaración: la evolución de la juri sprud encia y las conclusiones de la Corte 
ya exa min adas son enteramente aplicable s al ámbito municipal , no só lo 
porqu e en var ios de los casos analizado s se trataba de tributo s muni cipales, 
sino porque tal como veremos los principios que sirven para des lindar 
las compete ncias del Estado nacional y de los estado s loca les tambi én se 
extienden a los muni cipios . En este sentido , el Tribunal ha señalado que 
las prerrogat ivas de aquéllos derivan de las correspo ndientes a las provin­
cias a la que pertenece n, por aplicación de los principio s que surgen de los 
arts. 5°, 121 y 123 de la Con stitución Nacional. 

Sentado ello, tambi én cabe aclarar que el alcance de aquellas atribu­
ciones depe nderá del nivel de autonomía que cada E tado provincial haya 
otorgado a sus municipio s (co nf. art. 123 mencionado ). 

Debido a que exce de los límite s de este trabajo examinar la evolución 
de la juri sprud encia sobre e l rég imen municipal en general, nos limitaremo s 
a pre entar las dec isiones judiciales de mayor significac ión con respecto a 

32 En la misma fecha, la Corte dictó sentencia, en sentido concordante. en las causas M. 866, L. 
XXXV. "Municipalidad de La Quiaca v. Aduana Nacional - delegación La Quiaca s/ ejecución fiscal', 
(Fallos, 324:946) y A. 2 1 O, L. XXXIV. "Administración Nacional de Aduanas (ANA) v. Municipalidad 
de la ciudad de Colón s/ formal acción declarativa". 


